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BOLETÍN TRIBUTARIO – 004/21 
 

 
DOCTRINA DIAN 

 
 

I. DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES 
 
1.1 DOCTRINA 
 
1.1.1 CONCLUYE QUE TODO CAMBIO DE TITULAR DE LA 

INVERSIÓN EXTRANJERA, OCASIONADO POR LA 
TRANSFERENCIA DE LA TITULARIDAD DE LOS ACTIVOS 
FIJOS EN LOS QUE ESTÁ REPRESENTADA, GENERA LA 
OBLIGACIÓN A CARGO DEL INVERSIONISTA EXTRANJERO 
DE PRESENTAR LA DECLARACIÓN DE RENTA POR CAMBIO 
DE LA TITULARIDAD DE LA INVERSIÓN EXTRANJERA 
(FORMULARIO 150), POR CADA OPERACIÓN QUE SE LLEVE A 
CABO EN TAL SENTIDO - Concepto 1488 del 17 de noviembre de 
2020 
 
Agregó la DIAN: 

 
“Mediante el radicado de la referencia, el Banco de la República corrió traslado 
a esta Entidad para absolver una consulta presentada por la peticionaria, que 
se sintetiza así:  
 
Un extranjero que posee acciones en una sociedad colombiana – inversión que 
se encuentra registrada ante el Banco de la República – las aporta a un 
patrimonio autónomo del cual es el fideicomitente. ¿Se exige presentar una 
declaración de renta por cambio de la titularidad de la inversión extranjera 
con motivo de su sustitución por cambio de destino?. 
 
Sobre el particular, las consideraciones de este Despacho son las siguientes: 
 
En desarrollo de los artículos 326 y 327 del Estatuto Tributario, el artículo 
1.6.1.13.1.1 del Decreto Único Reglamentario 1625 de 2016 – que trata sobre 
el registro del cambio de titular de la inversión extranjera ante el Banco de la 
República – dispone en su inciso 2° que, para estos efectos, “el cambio de 
titular de la inversión extranjera comprende todos los actos que implican la 
transferencia de la titularidad de los activos fijos en que está representada, ya 
sean acciones o aportes en sociedades nacionales, u otros activos poseídos en el 
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país por extranjeros sin residencia o domicilio en el mismo, incluyendo las 
transferencias que se realicen a los nacionales” (subrayado fuera de texto). 
 
A la par, el artículo 2° de la Resolución DIAN No. 000090 de 2019 – por la 
cual se habilita el formulario y se establece el procedimiento para la 
presentación de la declaración de renta por cambio de la titularidad de la 
inversión extranjera – establece que “El titular de la inversión extranjera que 
realice la transacción o venta de su inversión, deberá presentar la declaración 
de cambio de titularidad, a través de los servicios informáticos electrónicos de 
la Dirección de Impuestos y Aduanas nacionales” (subrayado fuera de texto). 
Esta norma igualmente aclara en su inciso final que “La presentación de la 
declaración de cambio de titularidad será obligatoria, aún en el evento en que 
no se genere impuesto a cargo por la respectiva transacción” (subrayado fuera 
de texto). 
 
(...) 
 
Así las cosas, sobre el interrogante planteado, debe tenerse en cuenta que el 
artículo 1226 del Código de Comercio define la fiducia mercantil como “un 
negocio jurídico en virtud del cual una persona, llamada fiduciante o 
fideicomitente, transfiere uno o más bienes especificados a otra, llamada 
fiduciario, quien se obliga a administrarlos o enajenarlos para cumplir una 
finalidad determinada por el constituyente, en provecho de éste o de un tercero 
llamado beneficiario o fideicomisario” (subrayado fuera de texto). 
 
A esta misma conclusión ya había llegado la Dirección de Gestión Jurídica en 
anterior ocasión, a saber, en el Oficio No. 061421 del 28 de septiembre de 2012, 
en el cual se afirmó: 

 
“(...) para efectos fiscales, es relevante que el acto implique cambio en la 
titularidad del dominio del activo o activos en que está representada la 
inversión extranjera. A título de ejemplo se citan los siguientes actos: 
Compraventa, suscripción, cesión, permuta, dación en pago, donación, 
fiducia mercantil, adjudicación o postura en remate judicial y aporte a 
una sociedad, operaciones que pueden realizarse a través de un sistema 
transaccional autorizado o en cualquier otro mecanismo, generándose 
como consecuencia de estas transacciones la obligación de presentar 
declaración de renta, aun en aquellos casos en que no resulten impuesto 
a cargo.” (subrayado fuera de texto). 

 
Lo antepuesto, desde luego, sin que este Despacho desconozca el tratamiento 
tributario de los contratos de fiducia mercantil – regulado por el artículo 102 
del Estatuto Tributario – que, como se sabe, está inspirado por un principio de 
transparencia fiscal, de acuerdo con el cual el aporte de los bienes y derechos 
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al patrimonio autónomo no constituye en principio una enajenación, tal y 
como se manifestó en el Oficio No. 003888 del 19 de febrero de 2019: 

 
“Los bienes que el constituyente entrega tienen unas condiciones con 
las cuales la fiducia los recibe, lo que a su vez, define las condiciones de 
los derechos fiduciarios. En el momento del aporte no tiene lugar una 
enajenación y por tanto no hay lugar a una utilidad para el 
constituyente.” (subrayado fuera de texto). 

 
Pronunciamiento éste que, en todo caso, se debe examinar considerando el 
contenido del citado artículo 102, el cual señala en sus numerales 1 y 4: 

 
“1. Los derechos fiduciarios tendrán el costo fiscal y las condiciones 
tributarias de los bienes o derechos aportados al patrimonio autónomo. 
Al cierre de cada periodo gravable los derechos fiduciarios tendrán el 
tratamiento patrimonial que le corresponda a los bienes de que sea 
titular el patrimonio autónomo. 
 
(…)  
 
4. Se causará el impuesto sobre la renta o ganancia ocasional en cabeza 
del constituyente, siempre que los bienes que conforman el patrimonio 
autónomo o los derechos sobre el mismo se transfieran a personas o 
entidades diferentes del constituyente. Si la transferencia es a título 
gratuito, el impuesto se causa en cabeza del beneficiario de los 
respectivos bienes o derechos. Para estos fines se aplicarán las normas 
generales sobre la determinación de la renta o la ganancia ocasional, así 
como las relativas a las donaciones y las previstas en los artículos 90 y 
90-1 de este Estatuto.” (subrayado fuera de texto)”. 

 
1.1.2 COLIGE QUE LOS RECARGOS LIQUIDADOS EN LA 

DECLARACIÓN DE IMPORTACIÓN POR CONCEPTO DE 
DERECHOS ANTIDUMPING, DERECHOS COMPENSATORIOS O 
SALVAGUARDIAS, DE CONFORMIDAD CON LA DECISIÓN 
ANDINA 671, NO SE ADICIONAN AL DETERMINAR LA BASE 
GRAVABLE DEL IVA, POR NO CORRESPONDER A DERECHOS 
DE ADUANA - Concepto 100208208- 0626 del 9 de diciembre de 2020 
 
Al respecto precisó: 
 
“Es claro, entonces, que los tributos aduaneros son aquellos que se perciben al 
momento o con motivo de la importación e incluyen: (i) los derechos de aduana 
correspondiendo a aquellos establecidos en el arancel de aduanas o sea en el 
Decreto 2153 de 2016, (ii) otros derechos e impuestos entre los cuales está 
incluido el IVA y (iii) los recargos, los cuales a la luz de lo dispuesto en la 
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Decisión Andina 671 corresponden a las salvaguardias, derechos 
antidumping y compensatorios, sin que en este concepto estén incluidos 
recargos que pueda establecer el Gobierno nacional asociados al precio de los 
servicios prestados por la aduana o percibidos para otra autoridad nacional. 
De igual manera, es importante resaltar que en ningún caso los recargos que 
se impongan a las mercancías corresponden a una modificación al Decreto 
2153 de 2016 (arancel de aduanas), independientemente de la forma como sean 
establecidas en las disposiciones que las imponen. 
 
Por consiguiente, y en los términos de la Decisión Andina 671, los derechos 
antidumping, derechos compensatorios y salvaguardias no están incluidos en 
el concepto de derechos de aduana, sino que corresponden a medidas 
destinadas a corregir las distorsiones al comercio en un País Miembro de la 
Comunidad Andina referidas a salvaguardias, derechos antidumping y 
compensatorios. 
 
(...) 
 
En los anteriores términos, se revoca lo dispuesto en el concepto 19775 de 
2019”. (Subrayado fuera de texto). 
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